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Iniciativas

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 132 DE LAS

LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y 30 DE LA LEY GENERAL

DE EDUCACIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO LUIS ENRIQUE

MARTÍNEZ VENTURA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PT

El que suscribe, Luis Enrique Martínez Ventura, di-
putado federal de la LXV Legislatura de la honorable
Cámara de Diputados, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, y 78, fracción
III, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta honorable soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona una fracción XXXIV al artículo 132 de la
Ley Federal del Trabajo; y se modifica la fracción
VIII del artículo 30 de la Ley General de Educa-
ción, en materia prevención de enfermedades me-
tabólicas y cardiovasculares que provocan hígado
graso no alcohólico, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Para México y el mundo la salud de la población es un
tema de suma importancia para el crecimiento econó-
mico, desarrollo humano y bienestar social, debido a
que al mantener a las personas y a las familias saluda-
bles se pueden construir bases sólidas y eficientes que
fortalecen la productividad laboral, y la capacidad
cognoscitiva, física y emocional de los individuos.
Asimismo, el desarrollo de estos elementos contribuye
a reducir la pobreza y la desigualdad, a su vez se pro-
mueve la vida digna para las sociedades.

No obstante, hay ciertas transiciones tecnológicas,
económicas, ambientales, políticas, culturales y socia-
les que han generado hábitos nocivos en las personas
que han provocado graves enfermedades que ponen en
peligro la estabilidad general de la salud mundial. Asi-
mismo, dichas condiciones adversas pueden limitar, o
en su caso, afectar gravemente el desarrollo del país y
del planeta hasta llegar a degradar la calidad de vida de
las personas. Un claro ejemplo de estos padecimien-
tos, que impactan negativamente, es la enfermedad

por hígado graso no alcohólico (Ehgna), debido a
que es la principal enfermedad hepática en México.

La Ehgna es un trastorno metabólico en el hígado, que
se define como la acumulación de grasa en el hígado,
sin antecedentes de consumo significativo de alcohol,
de medicamentos hepatotóxicos, ni otras enfermeda-
des hepáticas coexistentes. A su vez, se caracteriza por
no presentar síntoma alguno durante su evolución, si
no, que se manifiesta hasta llegar a un nivel de grave-
dad irreversible, como puede ser la cirrosis. Asimis-
mo, este padecimiento también provoca inflamación y
muerte celular en el hígado con una formación consi-
derable de tejido cicatricial,1 que al no tratarse a tiem-
po se puede producir un fuerte e irreparable daño al hí-
gado, causando condiciones clínicas negativas como
fibrosis de hígado, cáncer de hígado, enfermedades
cardíacas y muerte prematura debido a complicaciones
hepáticas y cardíacas.

Del mismo modo, este trastorno metabólico hepático
está asociado directamente con enfermedades como la
obesidad, diabetes mellitus tipo 2, hipertensión arterial
y dislipidemias. Dichas enfermedades constituyen el
síndrome metabólico y son causadas principalmente
por malos hábitos alimenticios que están basados en
un consumo diario de comida alta en calorías prepara-
da principalmente con azúcares, grasas y carbohidra-
tos de forma excesiva; además, estos padecimientos se
desarrollan por la poca actividad física en la vida coti-
diana de las personas. En otras palabras, los malos há-
bitos alimenticios y el sedentarismo conllevan a enfer-
medades del síndrome metabólico que a la par generan
la Ehgna, la cual al no atenderse a tiempo puede agra-
var y evolucionar a diabetes tipo 2, fibrosis de hígado,
cáncer de hígado, enfermedades cardíacas y muerte
prematura debido a complicaciones hepáticas y cardí-
acas. En este sentido, una forma para evitar que se des-
arrolle la Ehgna es mediante la modificación del esti-
lo de vida que incluye cambios en la dieta, en la cual
se pueda implementar un plan alimenticio que restrin-
ja el exceso de calorías; otra manera de prevenir la
aparición de la Ehgna es la realización constante de
actividad física.

Para el caso de México, estos malos hábitos alimenti-
cios y de sedentarismo han proliferado desde los últi-
mos 40 años, debido a la falta de políticas nutriciona-
les eficientes y por el creciente consumo de comida
rápida y chatarra en la dieta de los mexicanos y mexi-
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canas. Esto ha ocasionado que actualmente el 10.3 por
ciento de la población mexicana padezca de diabetes
tipo 2 y que el 88 por ciento de los habitantes del país
sufra de sobrepeso y obesidad, según datos de la En-
cuesta Nacional de Salud y Nutrición (Ensanut) de
2018. 

Asimismo, se ha estimado que alrededor de más de
dos terceras partes de las personas que sufre de diabe-
tes, sobrepeso y obesidad en México ya padecen silen-
ciosamente hígado graso, en otras palabras, la Ehgna
afecta alrededor del 50 por ciento de la población me-
xicana, es decir, 63 millones de personas, de las cuales
32 millones ya sufren la forma más grave de la Ehgna.
Paralelamente, la otra parte de las personas que sufren
sobrepeso y obesidad que aún no tienen hígado graso,
es decir 38 millones de individuos, están vulnerables a
desarrollar esta enfermedad metabólica. La informa-
ción previa muestra la gravedad de este problema,
puesto que el índice de la Ehgna en México está muy
por encima de la media internacional, pues en el mun-
do se estima que entre el 25 por ciento al 30 por cien-
to de la población mundial sufre de hígado graso, esto
convierte a la Ehgna en la enfermedad hepática más
común en México, por lo cual se considera que es una
pandemia silenciosa que afecta y afectara gravemente
al país en los próximos años.

Los datos anteriores muestran la importancia de aten-
der y prevenir de manera urgentemente la Ehgna, ya
que hoy en día este padecimiento clínico ya es un con-
trariedad para el país que seguirá creciendo y agraván-
dose hasta dañar severamente a la población general,
provocando la desestabilización del sistema de salud
pública e impactando negativamente al erario público
del país, desatando de esta forma un sinfín de proble-
mas económicos, sociales, ambientales, políticos y de
salubridad, que obstaculizaran directamente el bienes-
tar y desarrollo del país y de la sociedad.

Ahora bien, en un contexto de salud, la Ehgna está
asociada a diversas causas de muerte como son las en-
fermedades del hígado, diabetes mellitus, cirrosis y
enfermedades del corazón, así mismo, la Ehgna puede
aumentar las posibilidades de contraer la Covid-19 y
complicar este padecimiento hasta causar la muerte.
Lo más preocupante de estos padecimientos es que se
encuentran entre las primeras diez causas de muerte
entre la población mexicana, tal como se observa en la
ilustración 1. 

Lo pavoroso de la información que se muestra en la
ilustración 1 es que al no existir estrategias políticas
que promuevan una atención y prevención eficiente de
la Ehgna, las defunciones detonadas por las enferme-
dades asociadas a la Ehgna seguirán aumentando has-
ta un punto de un incremento exponencial que llegará
afectar a una gran parte de la población, causando un
colapso en el sistema de salud. Un ejemplo de esto es
el fallecimiento por enfermedades del hígado, las cua-
les desde el año 2012 presentó un incremento constan-
te hasta el año 2021, tal como se muestra en la ilustra-
ción 2. Entonces, sí la Ehgna continua con una
tendencia de crecimiento, ocasionará que las enferme-
dades del hígado lleguen a niveles críticos que podrí-
an impactar gravemente a la salud pública y privada, a
la sociedad, la economía, las comunidades y al gobier-
no.

Por otro lado, desde un contexto económico, la Ehgna
afecta a la población general, a la economía y al erario
público por los altos costos de los tratamientos clíni-
cos de este padecimiento y por la baja productividad
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que generan en las personas que padecen de este tras-
torno metabólico hepático. 

-Primeramente, el tratamiento de la Ehgna afectará
económicamente a la población mexicana, pues se es-
tima que los gastos anuales por cada paciente que es
sometido a un procedimiento clínico por hígado graso
pueden rondar de los 70 mil pesos a los 146 mil pesos,
aproximadamente. Estos costos derivados del trata-
miento de la Ehgna impactaran principalmente a per-
sonas de bajos ingresos económicos, pues sus entradas
económicas están canalizadas principalmente a la sub-
sistencia familiar, por lo cual los gastos provocados
por esta enfermedad desestabilizarían su calidad de vi-
da. Estos costos del tratamiento de la Ehgna se deben
por las diversas actividades que se realizan durante es-
te proceso clínico como son consultas, hospitalización,
pruebas para el diagnóstico, pruebas de laboratorio clí-
nico, medicamentos para el tratamiento y para aliviar
los síntomas. Estos tratamientos pueden llegar a durar
hasta 3 o 4 años.

-Asimismo, algunas personas con Ehgna pueden
bajar su productividad laboral y con ello ser despe-
didos de sus fuentes de trabajo, lo que les generaría
una perdida constante de ingresos, los cuales son
necesarios para la subsistencia familiar y para el pa-
go del tratamiento de la Ehgna; así mismo, la baja
de productividad a nivel macroeconómico puede
afectar el desarrollo y crecimiento de las comunida-
des del país.

-En los próximos años las afectaciones que podría
generar la Ehgna al erario público serian catastrófi-
cas, pues los costos por atender este padecimiento
sobrepasarían los presupuestos asignados. Por
ejemplo, en un escenario pesimista donde los 32
millones de personas que presentan formas graves
de hígado graso, necesitaran un tratamiento clínico,
con lo cual se tendría que generar un gasto anual
mínimo de $71 mil pesos por persona, es decir que
a nivel nacional se generan costos por más de casi
$2,281,888 millones de pesos, lo que actualmente
corresponde a casi la cuarta parte del presupuesto
federal del año 2023 y rebasa casi siete veces el pre-
supuesto del sector salud. En caso de suceder esto el
gobierno tendría que absorber parte de dicho gasto
y con ello se desatenderían otras enfermedades, ori-
ginando así un colapso en el sistema de salud. 

Ahora bien, en un contexto social e individual, la Ehg-
na genera diversas situaciones adversas, tanto en un
ámbito general como individual. En el campo de lo in-
dividual las personas que padecen esta enfermedad su-
fren diversos síntomas como:

-Malestar general, depresión, deterioro cognitivo.

-Limitan la productividad laboral y producen au-
sentismo.

-Más del 20 por ciento de las personas con hígado
graso perciben su salud de regular a mala.

-Los adultos jóvenes en edad productiva represen-
tan el 50 por ciento de las personas con hígado gra-
so.

Por otra parte, la Ehgna impacta socialmente a la po-
blación en general en diversos aspectos, entre algunos
se encuentran:

-Los pacientes con hígado graso experimentan me-
nor apoyo social;

-7 de cada 10 personas con este padecimiento son
víctimas de estigmatización;

-Actualmente no existen campañas de sensibiliza-
ción sobre esta enfermedad;

-El 43 por ciento de los pacientes diagnosticados
con la Ehgna se sienten discriminados;

-El 33 por ciento de las personas que sufre este tras-
torno metabólico son estereotipadas a que la enfer-
medad es causada por el consumo de alcohol;

-El 27 por ciento de los enfermos se aísla de la so-
ciedad;

-El 47 por ciento siente culpa por desarrollar esta
enfermedad.

En términos generales, los apartados anteriores mues-
tran que la Ehgna ya es un problema presente en el pa-
ís, que afecta a una gran parte de la población mexica-
na, por ello, se debe de atender y prevenir de manera
urgente la expansión de este trastorno metabólico he-
pático, antes de que llegue a niveles críticos que cau-
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sen severos daños al país y al bienestar social. Por lo
tanto, todos los sectores deben participar en el des-
arrollo e implementación de estrategias claves que
contemplen acciones continuas de prevención y aten-
ción para abordar el espectro de esta enfermedad en
diversos sectores, tanto educativos, laborales, de so-
ciedad civil y de salubridad. Estas acciones ayudarán a
reducir la incidencia de la enfermedad y con ello la
carga actual y los futuros costos asociados a la aten-
ción médica.

Por consiguiente, es importante que se legisle respecto
a este problema de salud, pues su atención y tratamien-
to ya no se puede postergar, debido a que las familias
más pobres serán las mayormente afectadas, ya que
ellas tendrán un mayor grado de dificultad para enfren-
tar los efectos negativos de la Ehgna. En este sentido, la
presente iniciativa busca promover políticas de preven-
ción que ayuden a evitar el desarrollo y avance del hí-
gado graso en la población mexicana, esto mediante la
implementación de estrategias educativas y de concien-
tización que les permita a las personas conocer sobre los
peligros que puede conllevar la Ehgna, buscando así
que las personas cambien sus hábitos hacia una adecua-
da alimentación, la realización de actividad física conti-
nua y en general tener hábitos de vida saludables.

Esta propuesta legislativa busca también que se invo-
lucré al sector privado, sector educativo y a la socie-
dad civil, debido a que actualmente el sector de la sa-
lud pública esta rebasada y tiene una carga
insostenible para trabajar de forma eficientemente. Por
lo tanto, esta iniciativa propone hacer modificaciones
a Ley General de Educación y a la Ley Federal del
Trabajo. Primeramente, en la Ley General de Educa-
ción se plantea que, en escuelas públicas y privadas,
en los planteles educativos de los niveles de educación
inicial, básica y media superior se considere obligato-
rio incluir en el plan de estudios temas relacionados a
la prevención de las enfermedades metabólicas como
la Ehgna y las consecuencias de no hacerlo. Por otro
lado, se busca añadir en la Ley Federal de Trabajo que
los patrones establezcan campañas de información so-
bre los riesgos que se generan por las enfermedades
metabólicas y las diversas acciones que se pueden re-
alizar para prevenirlas.

Estas acciones tienen como fin lograr informar a los
niños, niñas, adolescentes y jóvenes sobre la impor-
tancia de prevenir enfermedades metabólicas, al mis-

mo tiempo que las empresas tengan un ambiente labo-
ral más saludable que contribuya a incrementar la pro-
ductividad de los individuos. A su vez, los padres y je-
fas trabajadoras podrán compartir y reflexionar la
información que recibieron en sus centros de trabajo
con sus hijos, quienes aprendieron la misma informa-
ción en sus centros educativos, fortaleciendo el apren-
dizaje y la información correspondiente, que conlleva-
rá a la buena toma de decisiones y por tanto a la
mejora de hábitos saludables.

Esta propuesta de Ley tiene contemplado que a me-
diano y largo plazo se produzcan cambios positivos,
donde se refleje la disminución y eliminación de la
Ehgna. Esto ayudará a tener varios beneficios para la
sociedad y para el Estado, tal como los que se men-
cionan a continuación:

-Se reducirán de manera relevante los fallecimien-
tos causados por las enfermedades relacionadas con
la Ehgna;

-Se incrementará la productividad de las personas,
contribuyendo al bienestar de las familias y al des-
arrollo económico del país; 

-Se contribuirá a incrementar los impactos positivos
de la implementación de otras iniciativas aprobadas
en la Cámara de Diputados y Cámara de Senadores,
como es el caso del proyecto de decreto que modi-
fica la Ley General de Salud en materia de etique-
tado, que entró en vigor el primero de octubre del
año 2020, cuyo objetivo fue establecer un etiqueta-
do frontal de advertencia que informará sobre el
contenido de los nutrimentos críticos y demás in-
gredientes que determine la autoridad sanitaria;

-Se mejorará la calidad de vida y autoestima de las
personas, creando mejores lazos de convivencia en
la población;

-Se reducirán los gastos que podrían realizar las
personas con probabilidad de tener Ehgna, benefi-
ciando a las familias que se encuentran en situación
de pobreza, pues tendrán mayor posibilidad para
gastar en su bienestar y desarrollo;

-Se evitará un gran gasto e impacto presupuestario
al gobierno federal, estatal, municipal, y al sistema
de salud.
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-Esta iniciativa no tendrá impacto presupuestal debi-
do a que la Ley General de Educación ya contempla
un plan de prevención, pero esta iniciativa busca que
se adecue la información referente a las enfermeda-
des metabólicas y sus consecuencias; por el lado de
los patrones, sus campañas tendrán que ser financia-
das por sus respectivas empresas, ya que también se
busca que se incremente la productividad de los tra-
bajadores, lo cual será benéfico para los patrones,
trabajadores y para el crecimiento del país.

Es responsabilidad de los legisladores y del gobierno
federal garantizar la salud de la población mexicana de
acuerdo con diversos tratados y acuerdos nacionales e
internacionales. A nivel internacional existen diversos
acuerdos y tratado que promueven el derecho a la sa-
lud, uno de estos el artículo 25 de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948, el cual re-
fiere lo siguiente:

Toda persona tiene derecho a un nivel de vida ade-

cuado que le asegure, así como a su familia, la sa-

lud y el bienestar, y en especial la alimentación, el

vestido, la vivienda, la asistencia médica y los ser-

vicios sociales necesarios; tiene Aspectos generales

del derecho a la salud, asimismo derecho a los se-

guros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez,

viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios

de subsistencia por circunstancias independientes

de su voluntad.

Otro tratado mundial es la la Declaración Americana
de los Derechos y Deberes del Hombre, donde en su
artículo XI, manifiesta lo siguiente:

Derecho a la preservación de la salud y al bienes-

tar. Artículo XI. Toda persona tiene derecho a que

su salud sea preservada por medidas sanitarias y

sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la

vivienda y la asistencia médica, correspondientes

al nivel que permitan los recursos públicos y los de

la comunidad. 

El tema de la salud también está contemplado en la
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, aprobada
en septiembre de 2015 por la Asamblea General de las
Naciones Unidas, en la cual se suscribieron 193 Esta-
dos Miembros. El objetivo número 3 está enfocado a
garantizar una vida sana y promover el bienestar de
todos a todas las edades.

Para el caso de México el derecho a la salud también
ha sido un tema prioritario para los gobiernos, debido
a que está establecido en la Carta Magna del país, la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, donde se estipula en el artículo 4, párrafo cuarto
lo siguiente: 

Toda Persona tiene derecho a la protección de la

salud. La Ley definirá las bases y modalidades pa-

ra el acceso a los servicios de salud y establecerá

la concurrencia de la Federación y las entidades

federativas en materia de salubridad general, con-

forme a lo que dispone la fracción XVI del artículo

73 de esta Constitución. La Ley definirá un sistema

de salud para el bienestar, con el fin de garantizar

la extensión progresiva, cuantitativa y cualitativa

de los servicios de salud para la atención integral y

gratuita de las personas que no cuenten con segu-

ridad social.

Asimismo, en el párrafo tercero del artículo 4 de la
Constitución Mexicana establece que “toda persona

tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y

de calidad. El Estado lo garantizará”

Derivado de este artículo 4 constitucional surge la Ley
General de Salud, la cual en materia de derecho a la
salud plantea lo siguiente en su artículo 2:

Artículo 2o.- El derecho a la protección de la sa-

lud, tiene las siguientes finalidades: I. El bienestar

físico y mental de la persona, para contribuir al

ejercicio pleno de sus capacidades; II. La prolon-

gación y mejoramiento de la calidad de la vida hu-

mana; III. La protección y el acrecentamiento de

los valores que coadyuven a la creación, conserva-

ción y disfrute de condiciones de salud que contri-

buyan al desarrollo social; IV. La extensión de ac-

titudes solidarias y responsables de la población

en la preservación, conservación, mejoramiento y

restauración de la salud; V. El disfrute de servicios

de salud y de asistencia social que satisfagan efi-

caz y oportunamente las necesidades de la pobla-

ción; VI. El conocimiento para el adecuado apro-

vechamiento y utilización de los servicios de salud;

VII. El desarrollo de la enseñanza y la investiga-

ción científica y tecnológica para la salud, y; VIII.

La promoción de la salud y la prevención de las en-

fermedades.
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Ahora, para el caso especifico de las niñas, niños y
adolescentes, el estado también debe garantizar su sa-
lud de calidad, tal como se establece en la Ley Gene-
ral de los Derechos de niñas, niños y adolescentes,
donde se establece en su artículo 50 el derecho a la
protección de la salud y a la seguridad social, mani-
festando lo siguiente:

Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen de-

recho a disfrutar del más alto nivel posible de sa-

lud, así como a recibir la prestación de servicios de

atención médica gratuita y de calidad de conformi-

dad con la legislación aplicable, con el fin de pre-

venir, proteger y restaurar su salud. Las autorida-

des federales, de las entidades federativas,

municipales y de las demarcaciones territoriales de

la Ciudad de México, en el ámbito de sus respecti-

vas competencias, en relación con los derechos de

niñas, niños y adolescentes.

Por lo anterior, en el Partido del Trabajo estamos com-
prometidos por garantizar el bienestar, productividad y
salud de las mexicanas y mexicanos, de esta forma se
propone en esta iniciativa la adición de la fracción
XXXIV al artículo 132 de la Ley Federal Del Trabajo,
la cual se puede apreciar a detalle una comparativa de
los cambios propuestos en la tabla 1; así mismo, se
propone la modificación de la fracción VIII del artícu-
lo 30 de la ley general de educación, la cual se obser-
va a detalle en la tabla 2 una comparativa de los cam-
bios propuestos.

Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración
de esta soberanía el siguiente:

Decreto por el que una fracción XXXIV al artículo
132 de la Ley Federal del Trabajo; y se modifica la
fracción VIII del artículo 30 de la Ley General de
Educación, en materia prevención de enfermeda-
des metabólicas y cardiovasculares que provocan
hígado graso no alcohólico.

Artículo Primero. Se adiciona una fracción XXXIV
al artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, para que-
dar como sigue:

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones:

I. a XXXIII. […]

XXXIV. Promover e impulsar programas y cam-
pañas trimestrales de información sobre los bue-
nos hábitos alimenticios, una buena nutrición y
la activación física para contrarrestar el sobre-
peso, la obesidad, los trastornos de la conducta
alimentaria con el objetivo de prevenir enferme-
dades metabólicas y cardiovasculares

Artículo Segundo. Se modifica la fracción VIII del
artículo 30 de la Ley General de Educación, para que-
dar como sigue:

Artículo 30. Los contenidos de los planes y programas
de estudio de la educación que impartan el Estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con au-

Martes 13 de febrero de 2024 Gaceta Parlamentaria7



torización o con reconocimiento de validez oficial de
estudios, de acuerdo al tipo y nivel educativo, serán,
entre otros, los siguientes:

I. a VII. (…)

VIII. La promoción de estilos de vida saludables, la
educación para la salud, la prevención de enfer-
medades metabólicas y cardiovasculares, la im-
portancia de la donación de órganos, tejidos y san-
gre;

IX. a XXV. (…)

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaria de Educación Pública deberá
adecuar sus planes de estudio a partir del próximo ci-
clo escolar. 

Tercero. Los patrones tendrán un plazo de 6 meses pa-
ra promover e impulsar programas y campañas trimes-
trales de información sobre los buenos hábitos alimen-
ticios, una buena nutrición y la activación física para
contrarrestar el sobrepeso, la obesidad, los trastornos
de la conducta alimentaria con el objetivo de prevenir
enfermedades metabólicas y cardiovasculares. A partir
de que entre en vigor este decreto.

Nota

1 Tejido fibroso que se forma cuando una enfermedad, una lesión

o una cirugía destruyen el tejido normal.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de febrero del 2024.

Diputado Luis Enrique Martínez Ventura (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 225 DEL CÓDI-
GO PENAL FEDERAL, A CARGO DEL DIPUTADO LUIS ENRI-
QUE MARTÍNEZ VENTURA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PT

El que suscribe, Luis Enrique Martínez Ventura, di-
putado federal de la LXV Legislatura de la honorable
Cámara de Diputados, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, y 78, fracción
III, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta honorable soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona una fracción XXXVIII, se modifica el pá-
rrafo tercero y se adiciona un párrafo quinto al ar-
tículo 225 del Código Penal Federal, al tenor de la si-
guiente:

Exposición de Motivos

La reforma constitucional de julio de 2018 por la que
se estableció el nuevo Sistema de Justicia Penal sentó
las bases para la transición de un sistema mixto a uno
de naturaleza acusatoria y oral. 

En la reforma en comento, la investigación de los de-
litos se establece como una actividad que corresponde
a las corporaciones policíacas bajo la conducción del
Ministerio Público.

En este sentido, la policía o las autoridades con fun-
ciones de seguridad se vuelven un factor fundamental
porque al ser los primeros en dar cuenta de un presun-
to acto criminal, su actuación como primer respon-
diente determinará el éxito de la investigación.

El primer respondiente se refiere a la autoridad poli-
cial que conoce primero la comisión de un hecho de-
lictivo y que realiza las primeras diligencias relativas
a la investigación.1

La actuación del primer respondiente se da bajo los si-
guientes supuestos: 

-cuando se está cometiendo un delito (flagrancia);
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-cuando se localizan objetos o indicios que poste-
riormente puedan servir como elementos de prueba
en el juicio y;

-cuando se presenta una denuncia.

El aseguramiento de las evidencias y de las pruebas
que serán entregadas al Ministerio Público es respon-
sabilidad del primer respondiente, al respecto, el Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales en su artícu-
lo 132 señala que la policía tendrá la obligación de:

-Informar sin dilación por cualquier medio al Mi-
nisterio Público sobre la detención de cualquier
persona, e inscribir inmediatamente las detenciones
en el registro que al efecto establezcan las disposi-
ciones aplicables.

-Practicar las inspecciones y otros actos de investi-
gación, así como reportar sus resultados al Ministe-
rio Público. En aquellos que se requiera autoriza-
ción judicial, deberá solicitarla a través del
Ministerio Público.

-Preservar el lugar de los hechos o del hallazgo y en
general, realizar todos los actos necesarios para ga-
rantizar la integridad de los indicios. En su caso de-
berá dar aviso a la Policía con capacidades para pro-
cesar la escena del hecho y al Ministerio Público
conforme a las disposiciones previstas en este Có-
digo y en la legislación aplicable; 

-Recolectar y resguardar objetos relacionados con
la investigación de los delitos, en los términos de la
fracción anterior; 

-Entrevistar a las personas que pudieran aportar al-
gún dato o elemento para la investigación.

En el nuevo Sistema de Justicia, el éxito de una inves-
tigación penal estriba no sólo en las actuaciones y ob-
servancia de los protocolos ante el presunto acto cri-
minal por parte del primer respondiente, sino también,
con el primer contacto con la escena del crimen y el
aseguramiento de las evidencias y de las pruebas.

Por ello, en el artículo décimo transitorio del decreto
por el que se expide el Código Nacional de Procedi-
mientos Penales se estableció que:

A la entrada en vigor del presente Código, en aque-

llos lugares donde se inicie la operación del proce-

so penal acusatorio, tanto en el ámbito federal co-

mo en el estatal, se deberá contar con el

equipamiento necesario y con protocolos de inves-

tigación y de actuación del personal sustantivo y

los manuales de procedimientos para el personal

administrativo, pudiendo preverse la homologación

de criterios metodológicos, técnicos y procedimen-

tales, para lo cual podrán coordinarse los órganos

y demás autoridades involucradas.

El Protocolo Nacional de Actuación de Primer Res-
pondiente establece los procedimientos para la actua-
ción operativa homologada del policía primer respon-
diente. Asimismo, establece los mecanismos para
fortalecer la coordinación y colaboración que debe se-
guir con las autoridades coadyuvantes y con el res-
ponsable de la investigación, otorgándole con ello cer-
teza y seguridad.2

A pesar de los esfuerzos institucionales por capacitar y
crear los protocolos para garantizar los derechos hu-
manos de los presuntos responsables de un delito y de
una efectiva procuración de justicia, existen casos de
cuerpos policiacos que incurren en faltas como la alte-
ración de pruebas, tal como sucedió con dos elemen-
tos de Seguridad Pública que fueron sancionados por
“fabricar pruebas contra un detenido”.

La Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de Méxi-
co señaló que los policías preventivos Édgar “N” y As-
censión “N”, detuvieron y presentaron ante el Ministe-
rio Público a una persona, por un supuesto robo a
transeúnte con violencia mediante el uso de un cuchi-
llo. No obstante, al realizar el análisis de las cámaras
de videovigilancia, se evidenció que las circunstancias
de la detención no fueron las que indicaron los ele-
mentos de seguridad.3

En ello radica la importancia y trascendencia de nues-
tra propuesta, porque busca desincentivar conductas
que vulneren el derecho de los detenidos y obstaculi-
cen una procuración de justicia efectiva, en virtud de
que busca tipificar como un delito en contra de la ad-
ministración de justicia cometida por servidores públi-
cos, el incumplimiento y/o la omisión de los procedi-
mientos establecidos en el Protocolo Nacional de
Actuación de Primer Respondiente.
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Además, proponemos que el primer respondiente que
incurra en la alteración de prueba, se le aplique una
pena de 8 a 20 años de prisión.

Para un mejor entendimiento de nuestra propuesta se
presenta un cuadro comparativo con los cambios plan-
teados:

Por lo expuesto y fundado presento a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de:

Decreto por el que se adiciona una fracción
XXXVIII, se modifica el párrafo tercero y se adi-
ciona un párrafo quinto al artículo 225 del Código
Penal Federal

Artículo Único. Se adiciona una fracción XXXVIII,
se modifica el párrafo tercero y se adiciona un párrafo
quinto al artículo 225 del Código Penal Federal.

Artículo 225. …

I. al XXXVII. …

XXXVIII. Incumplir por acción u omisión con
los procedimientos establecidos en el Protocolo
Nacional de Actuación de Primer Respondiente.

…

A quien cometa los delitos previstos en las fracciones
IV, V, VI, X, XI, XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII,
XIX, XXI, XXII, XXIII, XXVII, XXVIII, XXX,
XXXI, XXXII, XXXV, XXXVI y XXXVII y
XXXVIII se le impondrá pena de prisión de cuatro a
diez años y de cien a ciento cincuenta días multa.

…

A quien cometa los delitos previstos en la fracción
XXXVIII y además incurra en la fabricación de
pruebas la pena se incrementará al doble.

Artículo Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 [1] Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, Anexos de

los Acuerdos del Consejo Nacional de Seguridad Pública, aproba-

dos en su Cuadragésima Sexta Sesión Ordinaria, celebrada el 21 de

diciembre de 2020, publicados el 30 de diciembre de 2020.

< h t t p s : / / w w w. d o f . g o b . m x / 2 0 2 1 / S S P C / S E G U R I -

DADyPC_260121.pdf> Consultado el 10 de febrero de 2022.
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2 [1] Primer Respondiente. Protocolo Nacional de Actuación,

<https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/334174/PRO-

TOCOLO_NACIONAL_DE_ACTUACION_PRIMER_RES-

PONDIENTE.pdf> Consultado el 10 de febrero de 2022.

3 [1] “En CdMx, vinculan a proceso a dos policías por fabricación

de pruebas”, Milenio, <https://www.milenio.com/politica/vincu-

lan-proceso-policias-cdmx-fabricacion-pruebas> Consultado el 14

de febrero de 2021.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de febrero del 2024.

Diputado Luis Enrique Martínez Ventura (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 132 Y 134 DE

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, A CARGO DEL DIPUTADO

LUIS ENRIQUE MARTÍNEZ VENTURA, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PT

El que suscribe, Luis Enrique Martínez Ventura, di-
putado federal de la LXV Legislatura de la honorable
Cámara de Diputados, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, y 78, fracción
III, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta honorable soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona una fracción XXXIV al artículo 132 y una
fracción V Bis al artículo 134 de la Ley Federal del
Trabajo, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El robo o asalto en calle o transporte público es el pri-
mer delito con más índice criminal en México, pues,

representó el 22.5 por ciento de los 27.6 millones de
delitos que se cometieron durante el año 2020 en el pa-
ís. 

Asimismo, en promedio a nivel nacional en las zonas
urbanas se registró una tasa de 8 mil 161 robos o asal-
tos en calle o transporte público por cada 100 mil ha-
bitantes y en las zonas rurales se estimó una tasa de 2
mil 607 robos por cada 100 mil habitantes. Paralela-
mente, en las zonas metropolitanas más grandes del
país la tasa de incidencia es aún más alta, por ejemplo,
en la zona metropolitana del valle de México se esti-
mó una tasa de 17 mil 381 robos por cada 100 mil ha-
bitantes, mostrando que este delito es más grave en las
zonas urbanas que se encuentran dentro de las metró-
polis donde se concentra gran parte de la población, en
este sentido, el Banco de Desarrollo de América Lati-
na declara que más del 40 por ciento de los pasajeros
de la Ciudad de México y Guadalajara manifiestan ha-
ber sufrido o presenciado este delito durante su trasla-
do en transporte público.

Los datos previos exponen que el robo o asalto en ca-
lle o transporte público va en aumento y es una ame-
naza constante a la seguridad de los trabajadores, estu-
diantes y familias de todo el país, debido a que los
delincuentes amagan con armas de fuego o cuchillos y
con exceso de violencia a las víctimas, provocándoles
diversas agresiones, heridas, traumas, daño a su patri-
monio y en varios casos hasta asesinarlas. 

Para el caso de las trabajadoras y los trabajadores del
país, ocho de cada diez tienen la necesidad de movili-
zarse a través del transporte público para llegar a sus
centros laborales y posteriormente regresar a sus ho-
gares, sin embargo, por la alta probabilidad de ser víc-
tima de robo o asalto viajan con miedo e incertidum-
bre de ser despojados de sus pertenencias o en el peor
de los casos hasta perder la vida. Por lo tanto, este sec-
tor de la sociedad es uno de los más vulnerables de ser
víctimas de un robo o asalto en la calle o trasporte pú-
blico. 

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Ocupación y
Empleo, nueva edición (Enoen), en mayo de 2022, la
población económicamente activa (PEA) fue de 59.1
millones de personas, de los cuales, 57.1 millones de
personas estuvieron ocupadas. Estos datos muestran la
gran cantidad de personas trabajadoras que están ex-
puestas a ser víctima de un robo, pues la gran mayoría
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de la población ocupada hace uso del transporte públi-
co. 

Lo más grave de esta realidad es que en la mayoría de
los casos el delito de robo o asalto en calle o transpor-
te público queda impune, debido a que los delincuen-
tes no son sancionados apropiadamente, por lo cual si-
guen cometiendo este crimen de manera deliberada y
aumentado el nivel de violencia. Esta falta de justicia
se debe principalmente a que el 94.4 por ciento de las
víctimas no denuncia, complicando las detenciones
correspondientes, debido a que en el sistema penal
acusatorio se plantea que tiene que haber flagrancia
del delito y una denuncia previa. Este hecho fortalece
el círculo vicioso de impunidad de la llamada puerta
giratoria que se genera en este tipo de crimen.

Conforme a lo anterior, según la Encuesta Nacional de
Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública
(Envipe) 2021, las principales causas de porque las
víctimas no denuncian este delito ante las autoridades
correspondiente es la pérdida del tiempo, ya que las
victimas invierten de 2 a 4 horas ante el Ministerio Pú-
bico para realizar su denuncia respectiva. Esto para las
trabajadoras y los trabajadores es la pérdida de un día
laboral y por ende su salario correspondiente, desin-
centivando de esta manera al trabajador para que de-
nuncie este delito del cual ha sido víctima, pues en la
mayoría de los casos sus ingresos son suficientes para
satisfacer sus necesidades diarias, por ello, no puede
faltar a su trabajo.

Por otra parte, esta falta de castigo para los que come-
ten el robo a transporte público está provocando un in-
cremento en la inseguridad y una descomposición so-
cial que debe detenerse, pues en ocasiones los propios
ciudadanos son los que toman justicia por su propia
cuenta, donde han llegado a herir o algunas veces has-
ta linchar al delincuente. Del mismo modo, este delito
genera violencia, muerte, miedo e incertidumbre, en la
población que usa el transporte público, reduciendo
así su calidad de vida.

Además, estos actos delictivos a nivel nacional han
provocado a las víctimas pérdidas monetarias por vic-
timización y gastos a consecuencia de daños en la sa-
lud, donde en los últimos 3 años, en promedio, anual-
mente las pérdidas a causa de este delito alcanzan los
31 mil millones de pesos.

Respecto a lo anterior, se muestra que es urgente ge-
nerar acciones que ayuden a incrementar las denuncias
correspondientes ante las autoridades encargadas de
impartir justicia, con el fin de generar los elementos
legales respectivos que permitan detener y sancionar
debidamente a los delincuentes que cometen el delito
de robo o asalto en la calle o en el transporte público.
Con esto lograr mitigar este crimen, no obstante, es
necesaria la participación del sector público, sector
privado y de la sociedad para lograr dicho propósito.

Por lo tanto, se propone la adición de una fracción
XXXIV al artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo
para que los patrones otorguen permiso de un día la-
boral con goce de sueldo a las y los trabajadores que
fueron víctimas de robo o asalto durante sus traslados
desde sus lugares de origen a los centros de trabajo y
posteriormente a su retorno, para incentivarlos a de-
nunciar el delito del cual fueron víctimas ante el Mi-
nisterio Público correspondiente. 

Asimismo, para evitar abusos de confianza por parte
de los trabajadores se propone la adición de una frac-
ción V Bis al artículo 134 de la misma Ley para que
los trabajadores que hayan solicitado permiso para de-
nunciar el delito de robo o asalto del cual fueron vícti-
mas deberán presentar al patrón el documento que
avale dicha denuncia.

Esta iniciativa buscan que se incrementen las denun-
cias por parte de las víctimas, con ello dar los elemen-
tos legales a las autoridades correspondientes para que
detengan a los delincuentes que han cometido robo o
asalto en la calle o transporte público, con lo cual se
espera que se reduzca el índice criminal ocasionado
por este delito, por ende habrá un disminución de la
inseguridad y un aumento de la tranquilidad de la po-
blación que usa el transporte público.

Por último, queda claro que la seguridad, tranquilidad
y bienestar de las familias mexicanas son asuntos prio-
ritarios para los diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del PT, quienes de manera sensible entende-
mos las afectaciones que este delito provoca a las y los
mexicanos, sobre todo a la clase trabajadora del país.

En la siguiente tabla, se puede observar una compara-
tiva de las adiciones de la fracción XXXIV al artículo
132 y de la fracción V Bis al artículo 134 que se pro-
pone realizar en la Ley Federal del Trabajo:
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Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración
de esta soberanía el siguiente:

Decreto por el que se adiciona una fracción XXXIV
al artículo 132 y una fracción V BIS al artículo 134
de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único. Se adiciona una fracción XXXIV al
artículo 132 y una fracción V Bis al artículo 134 de la
Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones:

I. a XXXIII. […]

XXXIV. Otorgar permiso de un día laboral con
goce de sueldo a las y los trabajadores que fue-
ron víctimas de robo o asalto durante sus trasla-
dos desde sus lugares de origen a los centros de
trabajo y posteriormente a su retorno, para que
denuncien el delito del cual fueron víctimas ante
el Ministerio Público correspondiente.

Artículo 132. Son obligaciones de los trabajadores:

I. a IV. […]

V. Dar aviso inmediato al patrón, salvo caso fortui-
to o de fuerza mayor, de las causas justificadas que
le impidan concurrir a su trabajo; 

V Bis. En caso de solicitar permiso conforme a la
fracción XXXIV de la presente Ley, al día si-
guiente de haber realizado su denuncia ante el
Ministerio Público, deberá presentar al patrón el
documento que avale dicha acción.

VI. a XIII. […]

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

-Inegi. (2021). Encuesta Nacional de Victimización y Percepción

sobre Seguridad Pública (Envipe) 2021.

https://www.inegi.org.mx/programas/envipe/2021/

-Inegi. (28 de junio de 2022). Comunicado de prensa núm. 339/22.

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-

nes/2022/enoen/enoen2022_06.pdf 

-Ortiz Alexis. (13 de diciembre del 2021). El 70 por ciento de los

robos con violencia a transporte público del país ocurre en el Es-

tado de México. La-Lista. https://la-lista.com/mexi-

co/2021/12/13/asaltos-edomex 

-Suárez Manuel y Delgado Genaro J. (2015). Entre mi casa y mi

destino. Movilidad y transporte en México: Encuesta Nacional de

Movilidad y Transporte. UNAM.

-CAF y BID. (2021). Observando el transporte público desde los

ojos de sus usuarios. https://www.caf.com/es/conocimiento/visio-

nes/2021/09/observando-el-transporte-publico-desde-los-ojos-de-

sus-usuarios-ciudad-de-mexico/ 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de febrero del 2024.

Diputado Luis Enrique Martínez Ventura (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL

CÓDIGO CIVIL FEDERAL Y DEL CÓDIGO FEDERAL DE

PROCEDIMIENTOS CIVILES, A CARGO DEL DIPUTADO

MARGARITA GARCÍA GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PT

La que suscribe, Margarita García García, diputada
federal del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo, integrante de la LXV Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados y demás dis-
posiciones aplicables, someto a consideración de esta
asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman diversos artículos del
Código Civil Federal y del Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El Código Civil que tenemos vigente fue promulgado
en el Diario Oficial de la Federación (DOF) en 1928,
tiene por objetivo el hacerse cargo de los derechos y
obligaciones de las personas desde su concepción y
hasta su muerte, es parte de derecho privado y con-
templa temas relacionados con las personas como los
bienes, la propiedad, la posesión, las sucesiones, las
obligaciones, y los contratos entre otros.

Por lo anterior se encuentra relacionado con el Regis-
tro Civil, Notarios, Registro Público de la propiedad,
además de que en México se cuenta con Códigos Ci-
viles Estatales.

En el caso de las personas toma en cuenta las físicas,
las morales toma en cuenta actos que realiza el Regis-
tro Civil como las actas de nacimiento, de reconoci-
miento, de adopción, de tutela, emancipación, matri-
monio, divorcio, de defunción, de declaración o
modificación del estado civil.

En el caso del matrimonio este Código hace referencia
a los esponsales, los requisitos para contraer matrimo-
nio, derechos y obligaciones que se contraen con el
matrimonio, la relación de los bienes, donaciones an-
tenupciales y entre consortes, matrimonios nulos e ilí-
citos y del divorcio, así como del parentesco, los ali-
mentos y la violencia familiar.

De la paternidad, de las pruebas de filiación de hijos
nacidos fuera del matrimonio, de la adopción simple,
plena o internacional, así como de la patria potestad
respecto a la persona de los hijos, a los bienes de los
hijos, y de cómo acabar o suspender la patria potestad.

Sobre la tutela, incluyendo la testamentaria, la legíti-
ma de los menores y de los mayores de edad que son
incapacitados, la dativa, menores abandonados y aco-
gidos por alguna persona o que son llevados a estable-
cimientos de beneficencia, los que son inhábiles para
desempeñar una tutela, excusas para una tutela, garan-
tías, desempeño, cuentas extinción, entrega de bienes,
curador, los consejos locales y jueces pupilares, así co-
mo el Estado de interdicción.

Se menciona la emancipación y la mayoría de edad,
los ausentes e ignorados, del patrimonio de la familia,
manejo de los bienes, su clasificación, la posesión, la
propiedad, del usufructuó, uso y habitación, de la ser-
vidumbre, prescripción, derechos de autor.

En el caso de las sucesiones se menciona el testamen-
to, formas de testamento, la sucesión legítima, la legí-
tima y testamentaria, así como de las obligaciones, sus
fuentes, modalidades, transmisión, efectos y extinción.

Sobre los contratos se mencionan las diferentes espe-
cies, los preparatorios y promesa, los de compra-ven-
ta, la permuta, donaciones, de mutuo, de arrendamien-
to, de comodato, del depósito y del secuestro, del
mandato, de prestación de servicios, de asociaciones y
sociedades, de los contratos aleatorios, de la fianza, la
prenda, la hipoteca y de las transacciones.

Sobre los créditos se refiere a la concurrencia, prela-
ción y el registro público; este Código tiene un total de
3 mil 74 artículos y desde su creación se le han hecho
58 reformas.

En el Caso del Código de Procedimientos Civiles, es-
te fue promulgado en el DOF en 1943, el cual tiene por
objetivo el de reglamentara los procedimientos judi-
ciales que competen a los tribunales ordinarios, con
excepción de los procedimientos de amparo y de orga-
nización especial.

Este código hace mención de quienes son las partes in-
volucradas con responsabilidades y obligaciones, la
autoridad judicial involucrada, la competencia por ma-
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teria, territorio, entre tribunales federales, así como
con los de los Estados, y cuando están involucrados
dos o más Estados la subsanación de las competencias.

Sobre los impedimentos, excusas, recusaciones, las fa-
cultades y obligaciones de los funcionarios judiciales,
de los juzgadores, los secretarios, ministros ejecutores,
el litigio, las pruebas, la confesión, los documentos,
pruebas periciales, del reconocimiento e inspección
judicial, las pruebas testimoniales, las presunciones, la
valuación de las pruebas.

En el caso de las resoluciones judiciales, se habla de
los recursos, la apelación y revisión forzosa, actos pro-
cesales en general que incluye las formalidades judi-
ciales, tiempo y lugar a efectuarse los actos y las noti-
ficaciones.

Sobre el juicio se menciona desde cómo debe estar in-
tegrada la demanda, el emplazamiento, la contesta-
ción, términos, audiencias, sentencias, incidentes, sus-
pensión, interrupción y caducidad del proceso; las
medidas preparatorias de aseguramiento y precauto-
rias, así como su ejecución, las responsabilidades, los
embargos y remates, se hace mención de los concursos
y la jurisdicción voluntaria.

Finalmente habla sobre asuntos de orden federal en
cooperación con el judicial internacional sobre exhor-
tos o cartas rogatorias, la competencia en actos proce-
sales, la recepción de las pruebas, competencia en eje-
cución de sentencia y sentencias.

Este Código de Procedimientos Civiles ha tenido 13
reformas desde su creación, sin embargo, no incluye el
cambio de denominación de Distrito Federal por Ciu-
dad de México que se aprobó en 2016 y entró en vigor
en 2018 dentro de esta ley.

Lo mismo sucede en ambos casos tanto del Código Ci-
vil como el Código de procedimientos Civiles no se
han modificado con la reforma de 2016 a la Constitu-
ción en su artículo 26, inciso B, sobre la desindexación
del salario mínimo y se establece la unidad de medida
y actualización (UMA) como la referencia económica
en pesos para determinar la cuantía del pago de obli-
gaciones y supuestos previstos en las leyes federales,
entidades federativas y disposiciones jurídicas que
emanen de lo anterior.

Lo que establece que conforme la UMA cuya actuali-
zación es de forma anual por el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi) se establecerá el pago
de las obligaciones.

Conforme lo anterior la desindexación del salario mí-
nimo fue en 2016, por lo que no aparecen estos cam-
bios en este Código de Procedimientos Civiles ni en el
Código Civil, así como tampoco la denominación de la
ahora Ciudad de México.

Por los motivos anteriormente expuestos someto a
consideración de este pleno, la siguiente iniciativa con
proyecto de: 

Decreto 

Primero. Se reforman los artículos 66, 311, 730, 1549
Bis fracción I, 2317, 2320, 2321, 2555, fracción II, y
2556 del Código Civil Federal, para quedar como si-
gue:

Código Civil Federal

Artículo 66. La misma obligación tienen los jefes, di-
rectores o administradores de los establecimientos de
reclusión, y de cualquier casa de comunidad, especial-
mente los de los hospitales, casas de maternidad e in-
clusas, respecto de los niños nacidos o expuestos en
ellas y en caso de incumplimiento, la autoridad Dele-
gacional impondrá al infractor una multa de diez a cin-
cuenta Unidades de Medida de Medida y Actualiza-
ción correspondiente.

Artículo 311. Los alimentos han de ser proporciona-
dos a las posibilidades del que debe darlos y a las ne-
cesidades de quien debe recibirlos. Determinados por
convenio o sentencia, los alimentos tendrán un incre-
mento automático mínimo equivalente al aumento
porcentual del salario mínimo diario vigente en la
Ciudad de México, salvo que el deudor alimentario
demuestre que sus ingresos no aumentaron en igual
proporción. En este caso, el incremento en los alimen-
tos se ajustará al que realmente hubiese obtenido el
deudor. Estas prevenciones deberán expresarse siem-
pre en la sentencia o convenio correspondiente.

Artículo 730. El valor máximo de los bienes afectados
al patrimonio de familia, conforme al artículo 723, se-
rá la cantidad que resulte de multiplicar por 3650 el
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importe de Unidades de Medida de Medida y Ac-
tualización, en la época en que se constituya el patri-
monio.

Artículo 1549 Bis. …

I. Que el precio del inmueble o su valor de avalúo
no exceda del equivalente a 25 veces el salario mí-
nimo general vigente en la Ciudad de México ele-
vado al año, al momento de la adquisición. En los
casos de regularización de inmuebles que lleven a
cabo las dependencias y entidades a que se refiere
el párrafo anterior, no importará su monto;

II. a VI. …

Artículo 2317. Las enajenaciones de bienes inmue-
bles cuyo valor de avalúo no exceda al equivalente a
trescientas sesenta y cinco veces el salario mínimo ge-
neral diario vigente en la Ciudad de México en el mo-
mento de la operación y la constitución o trasmisión
de derechos reales estimados hasta la misma cantidad
o que garanticen un crédito no mayor de dicha suma,
podrán otorgarse en documento privado firmado por
los contratantes ante dos testigos cuyas firmas se rati-
fiquen ante Notario, Juez competente o Registro Pú-
blico de la Propiedad.

…

…

…

Artículo 2320. Si el valor de avalúo del inmueble ex-
cede de trescientos sesenta y cinco veces el salario mí-
nimo general diario vigente en la Ciudad de México
en el momento de la operación, su venta se hará en es-
critura pública, salvo lo dispuesto por el artículo 2317.

Artículo 2321. Tratándose de bienes ya inscritos en el
Registro y cuyo valor no exceda de trescientas sesenta
y cinco veces el salario mínimo general diario vigente
en la Ciudad de México en el momento de la opera-
ción, cuando la venta sea al contado podrá formalizar-
se, haciéndola constar por escrito en el certificado de
inscripción de propiedad que el registrador tiene obli-
gación de expedir al vendedor a cuyo favor estén ins-
critos los bienes.

…

Artículo 2555. …

I. …

II. Cuando el interés del negocio para el que se con-
fiere sea superior al equivalente a mil veces el sala-
rio mínimo general vigente en la Ciudad de Méxi-
co al momento de otorgarse; o

III. …

Artículo 2556. El mandato podrá otorgarse en escrito
privado firmado ante dos testigos, sin que sea necesa-
ria la previa ratificación de las firmas, cuando el inte-
rés del negocio para el que se confiere no exceda de
mil veces el salario mínimo general vigente en la Ciu-
dad de México al momento de otorgarse. 

Sólo puede ser verbal el mandato cuando el interés del
negocio no exceda de cincuenta veces el salario míni-
mo general vigente en la Ciudad de México al mo-
mento de otorgarse.

Segundo. Se reforman los artículos 55, fracción II, 59,
fracción I, 153, 343, 612, fracción I, y 617, fracciones
I, II y III del Código de Procedimientos Civiles, para
quedar de la siguiente manera:

Código de Procedimientos Civiles

Artículo 55. Son correcciones disciplinarias:

I. …

II. Multa que no exceda de sesenta Unidades de
Medida y Actualización, y

III. …

…

Artículo 59. Los tribunales, para hacer cumplir sus
determinaciones, pueden emplear, a discreción, los si-
guientes medios de apremio:

I. Multa hasta por la cantidad de ciento veinte Uni-
dades de Medida y Actualización.
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Si el infractor fuese jornalero, obrero o trabajador,
no podrá ser sancionado con multa mayor del im-
porte de su jornal o salario de un día. 

Tratándose de trabajadores no asalariados, la multa
no excederá del equivalente a un día de su ingreso,
y

II. …

…

Artículo 153. Si el perito nombrado por una parte no
rinde su dictamen, sin causa justificada, designará el
tribunal nuevo perito, en substitución del omiso, e im-
pondrá, a éste, una multa hasta por la cantidad de cien-
to veinte Unidades de Medida y Actualización. La
omisión hará, además, responsable, al perito, de los
daños y perjuicios que por ella se ocasionen a la parte
que lo nombró.

…

Artículo 343. …

…

No impedirá la celebración de la audiencia la falta de
asistencia de las partes ni la de los peritos o testigos,
siendo a cargo de cada parte, en su caso, la presenta-
ción de los peritos o testigos que cada una haya desig-
nado. La falta de asistencia de los peritos o testigos
que el tribunal haya citado para la audiencia, por esti-
marlo así conveniente, tampoco impedirá la celebra-
ción de la audiencia; pero se impondrá a los renuentes
una multa hasta por la cantidad de ciento veinte Uni-
dades de Medida y Actualización.

Artículo 612. Los tribunales para hacer cumplir sus
determinaciones, pueden emplear, a discreción, los si-
guientes medios de apremio:

I. Multa hasta por la cantidad equivalente a treinta
mil Unidades de Medida y Actualización, canti-
dad que podrá aplicarse por cada día que transcurra
sin cumplimentarse lo ordenado por el juez.

II. a IV. …

…

Artículo 617. Cada parte asumirá sus gastos y costas
derivados de la acción colectiva, así como los respec-
tivos honorarios de sus representantes.

I. Serán de hasta el 20%, si el monto líquido de la
suerte principal no excede de 200 mil veces el sala-
rio mínimo diario en la Ciudad de México;

II. Si el monto líquido de la suerte principal excede
200 mil pero es menor a 2 millones de veces el sa-
lario mínimo diario en la Ciudad de México, serán
de hasta el 20% sobre los primeros 200 mil y de
hasta el 10% sobre el excedente, y

III. Si el monto líquido de la suerte principal exce-
de a 2 millones de veces el salario mínimo diario en
la Ciudad de México, serán de hasta el 11% sobre
los primeros 2 millones, y hasta el 3% sobre el ex-
cedente.

…

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de febrero de 2024.

Diputada Margarita García García (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 45 DE LA LEY

GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELEC-
TORALES, A CARGO DEL DIPUTADO PEDRO VÁZQUEZ

GONZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

Quien suscribe, diputado Pedro Vázquez González,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo de la LXV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración de esta soberanía, iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona un segundo párrafo
al inciso e) del numeral 1 del artículo 45 de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales. 

Exposición de Motivos

El 10 de enero de 2024, el Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federación emitió la sentencia con
número de expediente SUP-RAP-388/2023 y acumu-
lados, relacionada con la aprobación de un mecanismo
extraordinario para garantizar la oportuna integración
y adecuado funcionamiento de los órganos centrales
del Instituto Nacional Electoral, en el que resolvió dar-
le la razón, a la consejera presidenta del Instituto Na-
cional Electoral (INE), Guadalupe Taddei Zavala, lo
anterior para que tenga la facultad de realizar la desig-
nación de la encargada o encargado de despacho,
nombramientos pendientes en el órgano autónomo de
la Secretaría Ejecutiva, direcciones ejecutivas y unida-
des técnicas. La vacante es sin más condición que el
cumplimiento de los requisitos de ley.

Lo anterior debido a que el INE aprobó el acuerdo
INE/CG686/2023, mediante el cual el Consejo Gene-
ral ratifica un mecanismo extraordinario para garanti-
zar la oportuna integración y adecuado funcionamien-
to de los órganos centrales del INE. 

Dicho acuerdo en términos generales infringió diver-
sas disposiciones constitucionales, convencionales y
legales. 

En el estudio de fondo, la magistrada ponente Mónica
Aralí Soto Fregoso expuso un marco conceptual rela-
cionado con la facultad reglamentaria del INE, en la

cual precisa que consiste en la potestad atribuida por el
ordenamiento jurídico a determinados órganos para
emitir reglamentos, es decir, normas jurídicas obliga-
torias con valor subordinado a la ley. 

El ejercicio de esa facultad reglamentaria está someti-
do jurídicamente a limitantes derivados de lo que se
conoce como el principio de reserva de ley y del di-
verso principio de subordinación jerárquica, precisán-
dose que este último obedece a la propia naturaleza de
los reglamentos, en cuanto a disposiciones sometidas
al ordenamiento que desarrolla.

Es por ello que nosotros como legisladores y legisla-
doras tenemos la encomienda de establecer la regula-
ción de diversas materias, pero si existen vacíos lega-
les, son subsanados en la reglamentación. 

El ejercicio de la facultad reglamentaria no puede mo-
dificar o alterar el contenido de una ley, es decir, los
reglamentos tienen como límite natural los alcances de
las disposiciones que dan cuerpo y materia a la ley que
reglamentan; por lo que, los reglamentos sólo pueden
detallar las hipótesis y supuestos normativos legales
para su aplicación, sin contener mayores supuestos, ni
crear nuevas limitantes a las previstas en la ley.

En tal virtud, si el reglamento sólo funciona en la zo-
na del cómo, entonces, para que en sus disposiciones
se pueda hacer referencia a cuestiones relativas a la
materia de las otras preguntas (qué, quién, dónde y

cuándo) es menester que estos aspectos estén contes-
tados por la ley.

Por lo que el reglamento se desenvuelve en la obliga-
toriedad de un principio ya definido por la Ley, y en
ese tenor, no puede ir más allá de ella o extenderla a
supuestos distintos, ni mucho menos contradecirla, ya
que sólo debe concretarse a indicar los medios para
cumplirla; además, cuando exista reserva de ley no
puede abordar los aspectos materia de tal disposición. 

El artículo 44, numeral 1, incisos a), gg) y jj), de la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales, se prevé que el Consejo General tiene las atribu-
ciones de aprobar y expedir los reglamentos interiores
necesarios para el debido ejercicio de las facultades y
atribuciones del Instituto, así como los reglamentos, li-
neamientos y acuerdos para ejercer las facultades pre-
vistas en el Apartado B de la Base V del artículo 41 de
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la Constitución Federal; asimismo, dictar los acuerdos
necesarios para hacer efectivas las anteriores atribu-
ciones y las demás señaladas en la Ley o en otra legis-
lación aplicable.

Por otra parte, el artículo 35 de la citada Ley General
establece que será el Consejo General como órgano
superior de dirección, el responsable de vigilar el
cumplimiento de las disposiciones constitucionales y
legales en materia electoral, así como de velar porque
los principios de certeza, legalidad, independencia,
imparcialidad, máxima publicidad, objetividad y pari-
dad de género, guíen todas las actividades del Institu-
to.

En esa lógica, el Consejo General del INE está legal-
mente facultado para emitir normas reglamentarias
que regulen aspectos no incluidos en la reserva legal
prevista expresamente en la Constitución, lo que im-
plica que puede, válidamente, precisar o detallar sus
hipótesis o supuestos normativos, para alcanzar los fi-
nes y ejercer las atribuciones encomendadas.

La Sala Superior ha sostenido respecto a la facultad de
proponer el nombramiento de la Secretaria Ejecutiva y
demás titulares de las áreas ejecutivas de dirección de
un instituto electoral, lo siguiente: 

En la sentencia dictada en los juicios SUP-JDC-
9920/2020 y acumulados, la Sala Superior consideró
que debía confirmarse la sentencia del tribunal local,
porque el método de designación de la o el Secretario
Ejecutivo del Consejo General del Instituto Electoral
Local de Tamaulipas, que otorga facultad discrecional
al titular de la consejería presidencial para proponer la
candidatura al Consejo General previsto en el artículo
24, párrafo tercero, del Reglamento de Elecciones era
constitucional, porque no afectaba el derecho de la
ciudadanía a ocupar un cargo público en igualdad de
circunstancias.

Esto era conforme a derecho la determinación del Tri-
bunal local respecto a que la facultad discrecional de
la o el Consejero Presidente para proponer la candida-
tura a la Secretaría Ejecutiva del Instituto Electoral de
Tamaulipas, porque no afectaba los principios de
igualdad y no discriminación frente al derecho de ocu-
par un cargo público, al permitir la igualdad de opor-
tunidades, por lo que, no podía acogerse la pretensión
de la parte actora de inaplicar dicha norma para exigir

una convocatoria pública exclusiva para mujeres para
lograr la alternancia.

Por tanto, se dijo que la forma en que el Consejo Ge-
neral del Instituto Electoral de Tamaulipas regula la
designación a los titulares de la Secretaría Ejecutiva de
los organismos públicos electorales locales, resulta
acorde con lo dispuesto en la normativa de esa entidad,
pues reitera la facultad discrecional de la o el Conse-
jero Presidente para realizar la propuesta del titular de
la Secretaría Ejecutiva.

Por otra parte, en el juicio de la ciudadanía SUP-JDC-
317/2023, se expuso que le asistía la razón a la perso-
na titular de la consejería presidencial del Instituto
Electoral de Coahuila, en cuanto a que constitucional
y legalmente, contaba con las facultades y atribucio-
nes de designación de las personas titulares de la Se-
cretaría Ejecutiva, Direcciones Ejecutivas y Unidades
Técnicas del OPLE.

La sentencia consideró que fue incorrecto que el Tribu-
nal local determinara que los lineamientos impugnados
no rebasaban lo previsto en la norma, si bien de una
lectura aislada del artículo 7 de dichos lineamientos se
establecía que el desarrollo de los procedimientos de
ratificación, designación, encargaduría de despacho y
remoción estarían a cargo de la Comisión de Segui-
miento al Servicio Profesional Electoral Nacional del
Instituto Electoral de Tamaulipas, lo cierto es que úni-
camente distribuían algunas actividades de una comi-
sión especializada en sustanciar los procedimientos.
Cuestión, que se advirtió, es contraria a lo estipulado
constitucional y legalmente como facultad exclusiva de
la presidencia del OPLE, conforme al artículo 24, nu-
meral quinto, del Reglamento de Elecciones del INE.

En tal sentido, no era correcto que el Consejo General
emitiera lineamientos con justificación en sus atribu-
ciones generales, cuando existía una regla específica
para el caso concreto, como lo es la propuesta y desig-
nación de la Secretaría Ejecutiva, o en su caso, el en-
cargado de despacho.

Por tanto, se consideró que la resolución del tribunal
responsable respecto de los lineamientos emitidos
contravino el contenido del Reglamento de Eleccio-
nes, la Ley de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales y del Código Electoral Local, todos ellos del Es-
tado de Tamaulipas, ya que no se ajustó al límite que
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se prevé en ellos y desarrolló supuestos particulares
cuya facultad es discrecional de la o el consejero pre-
sidente del instituto electoral local.

En el apartado del Análisis del Caso la magistrada po-
nente tiene presente que el artículo 41, Base V, Apar-
tado A, de la Constitución Federal establece que la
persona titular de la Secretaría Ejecutiva será nombra-
da con el voto de las dos terceras partes del Consejo
General del INE a propuesta de su Presidencia.

Asimismo, el precepto 36, numeral 8; y, 44, numeral 1,
inciso c), de la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales estatuyen que el Consejo Gene-
ral tiene la facultad de designar a la persona titular de
la Secretaría Ejecutiva por el voto de las dos terceras
partes de sus miembros, conforme a la propuesta que
presente la Presidencia.

Por otra parte, los numerales 44, numeral 1, inciso e);
45, numeral 1, inciso e); y, 52 de dicha ley general
prevén que al frente de cada una de las direcciones de
la Junta General Ejecutiva habrá una o un Director
Ejecutivo o Directora o Director de Unidad Técnica,
cuya designación será realizada por el Consejo Gene-
ral del INE, a propuesta de su Presidencia, por mayo-
ría de cuando menos, ocho votos.

De acuerdo con el artículo 53, numeral 1, de la men-
cionada ley general, para ocupar la titularidad de una
dirección ejecutiva o unidad técnica, se deben satisfa-
cer los mismos requisitos establecidos en el párrafo 1,
del artículo 38, de la propia ley para las y los conseje-
ros electorales del Consejo General (con excepción del
consistente en no ser ni haber sido miembro del servi-
cio profesional electoral, ni ser o haber sido miembro
del servicio profesional electoral nacional durante el
último proceso electoral federal ordinario); tales re-
quisitos son los siguientes:

-Tener la ciudadanía mexicana por nacimiento, sin
haber adquirido otra nacionalidad, además de estar
en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y
políticos.

-Contar con inscripción en el Registro Federal de
Electores y con credencial para votar.

-Tener más de treinta años de edad el día de la de-
signación.

-Contar al día de la designación, con antigüedad mí-
nima de cinco años, título profesional de nivel li-
cenciatura y contar con los conocimientos y expe-
riencia que les permitan el desempeño de sus
funciones.

-Gozar de buena reputación y no tener condena por
delito alguno, salvo que no hubiese sido doloso.

-Haber residido en el país durante los últimos dos
años, salvo el caso de ausencia en servicio de la Re-
pública por un tiempo menor de seis meses.

-No haber sido registrado como candidata o candi-
dato, ni haber desempeñado cargo alguno de elec-
ción popular en los últimos cuatro años anteriores a
la designación.

-No desempeñar ni haber desempeñado cargo de di-
rección nacional o estatal en algún partido político
en los últimos cuatro años anteriores a la designa-
ción.

-No ser titular de Secretaría de Estado, de la Fisca-
lía General de la República o de la Procuraduría de
Justicia de alguna entidad federativa; no ser subse-
cretaria o subsecretario u oficial mayor en la admi-
nistración pública federal o estatal, ni titular de la
jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, o del
Poder Ejecutivo de algún estado, ni secretaria o se-
cretario de Gobierno, a menos que se separe de su
encargo con cuatro años de anticipación al día de su
nombramiento.

De lo relatado se advierte que el Poder Legislativo
otorgó una facultad discrecional a la consejera o con-
sejero presidente para realizar la propuesta de la per-
sona titular de la Secretaría Ejecutiva y de las titulari-
dades de las áreas ejecutivas de dirección y unidades
técnicas; por tanto, la presidencia puede optar por pro-
poner a la persona que estime idónea, siempre y cuan-
do quien proponga cumpla con los requisitos antes re-
feridos.

En conclusión, de conformidad con la normativa vi-
gente, en el proceso de designación de la persona en-
cargada de la Secretaría Ejecutiva, así como las y los
titulares de las áreas ejecutivas de Dirección y Unida-
des Técnicas, existe una facultad discrecional otorga-
da a la consejería que presida el Consejo General, pa-
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ra que proponga a la persona que estime idónea, ga-
rantizándose la posibilidad de que cualquier persona
que cumpla con los requisitos exigidos legalmente,
pueda ser propuesta.

Tal facultad discrecional para proponer a las personas
titulares de dichos órganos, por mayoría de razón, de-
be entenderse aplicable también para la designación de
las y los encargados del despacho que se designan an-
te la ausencia de las personas titulares; incluso, así lo
entendió el propio INE, quien en su Reglamento Inter-
no previó lo siguiente:

“Artículo 16.

1. La Presidencia del Consejo es un órgano central

de dirección del Instituto de carácter unipersonal.

2. Para el ejercicio de las atribuciones que la Ley

Electoral confiere a quien Presida el Consejo, le

corresponde:

a) Proponer al Consejo el nombramiento de las y

los Titulares de Unidad, de conformidad con lo pre-

visto en el artículo 62 del presente Reglamento y

garantizando el cumplimiento del principio de pa-

ridad de género;

[…]

c) Designar como encargado de despacho, en caso de

ausencia del Secretario Ejecutivo, al Director Ejecu-

tivo que reúna los requisitos de la Ley Electoral;

d)Designar al encargado de despacho, en caso de

ausencia de los Directores o Titulares de Unidad;”

Como se ve, en congruencia con la facultad discre-

cional que la ley otorga a la presidencia del Conse-

jo General para hacer las propuestas de las perso-

nas titulares de dichos órganos, el Reglamento

Interior le otorga también facultades discrecionales

para designar a las y los encargados del despacho

de tales órganos.

Debe mencionarse que la norma no prevé los re-

quisitos que debe reunir una persona para ser de-

signada encargada del despacho, por lo que debe

entenderse que tales requisitos no pueden ser ma-

yores a los previstos legalmente para ser titular.

Precisado lo anterior, se tiene en cuenta que, en el

acuerdo controvertido, la responsable determinó lo

siguiente:

“1) Dentro de los treinta días naturales siguientes a

la aprobación de este acuerdo, la Consejera Presi-

denta presentará al pleno las propuestas conducen-

tes para ocupar las titularidades de la Secretaría

Ejecutiva, las direcciones ejecutivas y unidades téc-

nicas vacantes.

2) Durante este plazo podrán realizarse reuniones

previas con las y los consejeros electorales, así co-

mo todas las actividades necesarias para promover

que exista el consenso para lograr que las propues-

tas obtengan la votación requerida.

Entre estas actividades se encuentra la valoración

curricular, entrevista y consideración de los crite-

rios que garanticen imparcialidad y profesionalis-

mo de las y los aspirantes, en la cuales deberán

participar todas las consejerías electorales inte-

grantes del Consejo General.

3) En caso de que alguna o varias de las propues-

tas no logren ser aprobadas por la mayoría exigida

por la ley, se nombrará a las personas encargadas

de despacho conforme a lo siguiente:

a) Para el caso de la titularidad de la Secretaría

Ejecutiva (SE), se nombrará a la persona encarga-

da de despacho dentro de las personas titulares de

la Junta General Ejecutiva legal, quien solo podrá

permanecer con esa calidad durante máximo doce

meses, contados a partir del nombramiento y hasta

en tanto no se designe a la persona titular en los

términos establecidos por la Constitución y la ley.

b) Para el caso del resto de direcciones ejecutivas y

unidades técnicas, las personas encargadas de des-

pacho deberán formar parte de la estructura del

área cuya encargaduría se le encomiende, ocupar

un cargo inmediato inferior al del titular del área y

ser miembro del Servicio Profesional Electoral Na-

cional o la persona de mayor antigüedad.

4) Si aún continuaran designaciones pendientes de

aprobar se seguirá lo establecido en los numerales

1) y 2).
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5) Las personas encargadas de despacho durarán

en el cargo un plazo no mayor a un año, contado a

partir de su designación.

6) La Consejera Presidenta, al finalizar el año es-

tablecido en el inciso anterior, podrá proponer a la

persona que haya ocupado la encargaduría de des-

pacho, para ocupar la titularidad de la SE, la di-

rección ejecutiva o unidad técnica correspondiente

u otro vacante, conforme al procedimiento legal or-

dinario.

7) En ningún caso las personas rechazadas por el

Consejo General podrán ser designadas como en-

cargadas de despacho.”

De lo reproducido se desprende que la responsable,

en el acuerdo impugnado, determinó que:

-Dentro de los treinta días naturales siguientes a la

aprobación del acuerdo, la Consejera Presidenta

tendría que presentar al pleno las propuestas con-

ducentes para ocupar las titularidades de la Secre-

taría Ejecutiva, así como de las direcciones ejecuti-

vas y unidades técnicas vacantes.

-Durante ese plazo podrán realizarse reuniones

previas con las y los consejeros electorales, así co-

mo llevarse a cabo todas las actividades necesarias

para promover que exista el consenso para lograr

que las propuestas obtengan la votación requerida.

-En caso de que alguna o varias de las propuestas

no logren ser aprobadas por la mayoría exigida por

la ley, se nombrará a las personas encargadas de

despacho conforme a lo siguiente:

-Para el caso de la titularidad de la Secretaría Eje-

cutiva, se nombrará a la persona encargada de des-

pacho dentro de las personas titulares de la Junta

General Ejecutiva legal, quien solo podrá perma-

necer con esa calidad durante máximo doce meses,

contados a partir del nombramiento y hasta en tan-

to no se designe a la persona titular.

-Tocante al resto de direcciones ejecutivas y unida-

des técnicas, las personas encargadas de despacho

deberán formar parte de la estructura del área cu-

ya encargaduría se le encomiende, ocupar un car-

go inmediato inferior al del titular del área y ser

miembro del servicio profesional electoral nacional

o la persona de mayor antigüedad.

-Si aún continuaran designaciones pendientes de

aprobar se seguirá el mismo procedimiento.

-Las personas encargadas de despacho durarán en

el cargo un plazo no mayor a un año, contado a

partir de su designación.

-La consejera presidenta, al finalizar el referido

año, podrá proponer a la persona que haya ocupa-

do la encargaduría de despacho para ocupar la ti-

tularidad de la Secretaría Ejecutiva, la dirección

ejecutiva o unidad técnica correspondiente u otro

vacante, conforme al procedimiento legal ordina-

rio.

-En ningún caso las personas rechazadas por el Con-

sejo General podrán ser designadas como encargadas

de despacho.

Cabe precisar que, si bien, las disposiciones conteni-
das en el acuerdo reclamado no constituyen un regla-
mento, de cualquier manera, al ser disposiciones nor-
mativas que tienden a regular la designación de
personas titulares y encargadas del despacho de las re-
feridas áreas, que emanan del INE que es un órgano
diferente al Poder Legislativo, en principio, deben
cumplir con los mismos requisitos que las normas re-
glamentarias, entre ellos, el de subordinación jerárqui-
ca de la ley.

Aclarado lo anterior, debe decirse que de lo expuesto
en párrafos precedentes se observa que en el acuerdo
controvertido se implementó un procedimiento que
determina un plazo para hacer las propuestas, el cual
impone una condición no prevista en la ley para la de-
signación de las personas titulares de la Secretaría Eje-
cutiva, de las Direcciones Ejecutivas y Unidades Téc-
nicas.

Además, establece diversos requisitos para ser encar-
gada o encargado del despacho y una temporalidad
máxima para desempeñarse como tal, no previstos
normativamente, que, entre otras cosas, le obligan a la
consejera o consejero Presidente a que su propuesta de
los y las encargadas de despacho surja de un grupo
más reducido de personas, que acotan su facultad dis-
crecional.
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Tales disposiciones, como lo dejó asentado la autori-
dad jurisdiccional, tienden a acotar la facultad dis-
crecional que la normatividad otorga a la presidencia,
lo cual contraviene el principio de subordinación je-
rárquica de la ley, porque las disposiciones del acuer-
do controvertido no solo van más allá de la ley, sino
que la contradicen, al acotar la referida facultad dis-
crecional con que cuenta la presidencia del Consejo
General, al crear limitantes no previstas expresamen-
te en la ley.

De esta manera, no es dable que, al tratarse de un or-
denamiento condicionado a observar las normas de
mayor jerarquía y dirigido a instrumentar y desarrollar
las disposiciones emitidas por el legislador, se emplee
para imponer condiciones y supuestos que no fueron
señalados en esos ordenamientos jurídicos. 

Por tal motivo, aun y cuando la autoridad administra-
tiva electoral cuenta con un margen de discrecionali-
dad para reglamentar los aspectos de su competencia,
ello no puede traducirse en una atribución para su-
plantar a los órganos legislativos e imponer condicio-
nes normativas que excedan los mandatos señalados
en la Ley.

En ese orden de ideas, el Consejo General del INE dis-
puso condiciones y requisitos no previstos en la Ley
para la designación de servidores públicos que habrán
de encargarse del despacho de los señalados órganos,
resulta evidente que excedió su facultad reglamenta-
ria, e inobservó la subordinación jerárquica dispuesta
como condición de las normas que válidamente puede
emitir.

Por lo anterior, la Sala Superior del TEPJF se procedió
a dejar sin efectos las consideraciones y conclusiones
normativas del acuerdo controvertido mediante los
que se señalan los siguientes aspectos:

-El establecimiento de un plazo de treinta días para
que la Presidenta del Consejo General presente las
propuestas para ocupar la titularidad de la Secreta-
ría Ejecutiva, así como las direcciones ejecutivas y
unidades técnicas que no cuentan con un titular de-
signado.

-La previsión del plazo de doce meses como límite
temporal que podrá permanecer el encargado de
despacho de la Secretaría Ejecutiva, y los encarga-

dos de despacho de las Direcciones Ejecutivas y de
las unidades técnicas vacantes.

-La condicionante para poder ser encargado de des-
pacho de las Direcciones Ejecutivas o unidades téc-
nicas, de formar parte de la estructura de la encar-
gaduría respectiva, ocupar un cargo inmediato
inferior al del titular del área y ser miembro del Ser-
vicio Profesional Electoral Nacional o la persona de
mayor antigüedad. 

-La limitante de que las personas que sean rechaza-
das por el Consejo General para ser designadas co-
mo titulares, puedan ser nombradas encargadas de
despacho

Resulta evidente que, tratándose del nombramiento de
personas que se encarguen temporalmente de los res-
pectivos despachos, se debe cumplir con los mismos
requisitos, por haberse considerado por el legislador,
necesarios para el desempeño de la función, de ahí que
no podrían imponerse requisitos menores, pero tampo-
co exigirse condiciones mayores, ya que ello implica-
ría exceder los límites establecidos por el legislador.

Por lo tanto, la Sala Superior del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación, determinó dejar sin
efectos las consideraciones y conclusiones normativas
atinentes a los siguientes aspectos:

-El establecimiento de un plazo de treinta días para
que la Presidenta del Consejo General presente las
propuestas para ocupar la titularidad de la Secreta-
ría Ejecutiva, así como las direcciones ejecutivas y
unidades técnicas que no cuentan con un titular de-
signado.

-La previsión del plazo de doce meses como límite
temporal que podrá permanecer el encargado de
despacho de la Secretaría Ejecutiva, y los encarga-
dos de despacho de las Direcciones Ejecutivas y de
las unidades técnicas vacantes.

-El requisito para poder ser encargado de despacho
de las Direcciones Ejecutivas o unidades técnicas,
de formar parte de la estructura de la encargaduría
respectiva, ocupar un cargo inmediato inferior al
del titular del área y ser miembro del Servicio Pro-
fesional Electoral Nacional o la persona de Mayor
antigüedad. 
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-La limitante de que las personas que sean rechaza-
das por el Consejo General para ser designadas co-
mo titulares, puedan ser nombradas encargadas de
despacho.

Se dejan subsistentes y se declara la aplicabilidad y
validez jurídica de las consideraciones y conclusiones
relativas a los siguientes aspectos:

-Corresponde a la persona que ocupa la presidencia
del Consejo General proponer al Consejo que presi-
de, a la persona que habrá de ocupar la Secretaría
Ejecutiva, quien deberá cumplir con los requisitos
previstos en la Ley.

-Es facultad de la persona que ocupa la Presidencia
del Consejo General proponer al Consejo el nom-
bramiento de las y los Directores Ejecutivos y los
Titulares de Unidad, de conformidad con la norma-
tiva aplicable;

-Mientras el Consejo General del Instituto Nacional
Electoral no apruebe a la persona que habrá de des-
empeñarse como titular de la Secretaría Ejecutiva
de ese órgano, corresponde a la Consejera o Conse-
jero Presidente realizar la designación de la encar-
gada o encargado de despacho de la Secretaría Eje-
cutiva, de entre las personas que ejerzan las
funciones de las Direcciones Ejecutivas, por lo que
aquellas personas que al momento en que se emite
la presente ejecutoria, tengan la calidad de encarga-
das de despacho de las Direcciones Ejecutivas, po-
drán ser consideradas para el desempeño de las fun-
ciones de referencia, sin que pueda imponerse
límite temporal alguno para realizar la propuesta, ni
tampoco para el ejercicio de las funciones. 

-Corresponde a la persona que ocupe la presidencia
del Consejo General designar a los encargados de
despacho de las direcciones ejecutivas y unidades
técnicas vacantes, sin más condición que el cumpli-
miento de los requisitos previstos en el marco jurí-
dico aplicable, y sin la imposición de límite tempo-
ral alguno.

Al respecto, las personas que actualmente actúan co-
mo encargados de despacho de las direcciones y uni-
dades técnicas, así como aquellas que se designen por
la presidencia, podrán seguir en el ejercicio de las fun-
ciones hasta la conclusión del proceso electoral.

Todo lo anterior, sin menoscabo de que en cualquier
momento el Consejo General del Instituto Nacional
Electoral pueda acordar las designaciones correspon-
dientes cumpliendo con el procedimiento y requisitos
señalados en la Ley.

Por lo que se propone con la presente iniciativa adi-
cionar un párrafo segundo al inciso e) del numeral 1
del artículo 45 de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales, como se ilustran en el si-
guiente cuadro comparativo:

Por todo lo anterior, se somete a la consideración de
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de:

Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo
al inciso e) del numeral 1 del artículo 45 de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo al in-
ciso e) del numeral 1 del artículo 45 de la Ley General
de Instituciones y Procedimientos Electorales, para
quedar como sigue:

Artículo 45. 

1. Corresponden al Presidente del Consejo General las
atribuciones siguientes:
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a) a d). …

e) Proponer al Consejo General el nombramiento
del Secretario Ejecutivo, de los Directores Ejecuti-
vos y demás titulares de unidades técnicas del Ins-
tituto; 

En caso de que no existan las condiciones nece-
sarias para que el Consejo General apruebe a los
titulares que ocuparán el cargo de la Secretaría
Ejecutiva, direcciones ejecutivas y unidades téc-
nicas, la o el Consejero Presidente designará a la
encargada o encargado de despacho a la persona
que reúnan los requisitos de ley, hasta en tanto,
no existan los acuerdos para la designación defi-
nitiva previsto en esta Ley.

f) a p). …

Transitorio

Artículo Único. El presente Decreto entrará en vigor
el día siguiente al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Fuentes

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2 Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

3 Reglamento de Elecciones del Instituto Nacional Electoral.

4 Reglamento Interior del Instituto Nacional Electoral.

5 Recurso de Apelación SUP-RAP-388/2023 y acumulados.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de febrero de 2024. 

Diputado Pedro Vázquez González (rúbrica)

DE DECRETO POR EL QUE SE DECLARA EL 7 DE AGOSTO DE

CADA AÑO “DÍA NACIONAL DE LA CERVEZA”, A CARGO

DEL DIPUTADO FRANCISCO FAVELA PEÑUÑURI, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DEL PT

El que suscribe, Francisco Favela Peñuñuri, diputa-
do federal del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo de la LXV Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral I, fracción I, 77, numeral I, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados somete a considera-
ción de esta soberanía iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se declara el día 7 de agosto de
cada año como el Día Nacional de la Cerveza, al te-
nor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La cerveza es una bebida alcohólica fermentada a par-
tir de agua, malta, lúpulo y cebada; se considera una
de las bebidas más consumidas en el mundo al ser uno
de los elixires más antiguos.

Con base en un artículo desarrollado por el Centro de
Estudios Mexicanos UNAM-Boston acerca de la his-
toria de la cerveza, la primera evidencia que se tiene
del origen de esta bebida data de 13 mil años atrás, en
una cueva de Israel localizada en lo que hoy se cono-
ce como Haifa, en ella se encontraron agujeros en el
piso que contenían restos de semillas y cereales blan-
cos deformados por la fermentación, en consecuencia
se demostró que el uso de las semillas servía para cre-
ar bebidas alcohólicas en la antigüedad.1

Del mismo modo, hay quienes atribuyen su origen a
Mesopotamia y Egipto. Según un mito sumerio, Nin-
kasi es uno de los ocho dioses que crea la diosa Nin-
hursag para sanar al dios Enki. El mito cuenta que
Ninkasi, “Señora que llena la boca”, diosa de la elabo-
ración de la cerveza o del alcohol, sería la diosa que
prepararía la bebida cada día para saciar el corazón.
Con base en ello los sumerios, en 1800 AC, escribie-
ron el Himno a Ninkasi, el cual contiene detallada-
mente una receta para elaborar cerveza.

Mientras que, en el caso de Egipto, la cerveza era un
producto indispensable en su dieta, era consumida por
personas de cualquier edad y clase social por alimen-
tación, medicina o ritos religiosos, para su elaboración
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utilizaban espelta en lugar de cebada y se endulzaba
con dátiles, higos y miel, se dice que perfeccionaron la
receta original al añadir malta y atribuyeron el inven-
to al dios Osiris.2

En Bélgica, la cerveza se remota a la época de las Cru-
zadas en el siglo XII; en los monasterios ocupados por
los monjes que huían de la Revolución Francesa se han
encontrado datos que los monjes fueron los primeros
en añadir lúpulo a la bebida y comenzaron a elaborar
diferentes tipos de cerveza con diferentes graduacio-
nes, así mismo el lúpulo fue descubierto por el maestro
cervecero Gambrinus para darle propiedades aromáti-
cas y así mejorar el sabor de la cerveza en el paladar.

Ahora bien, no fue sino hasta 1544 que la cerveza ela-
borada a partir de la cebada llegó a México, cuando
Alfonso Herrera, miembro de la expedición de Hernán
Cortés, le solicitó al emperador Carlos V un permiso
para producir cerveza.

Su cervecería la abriría en las faldas de los volcanes en
la hacienda El Portal, hoy el municipio de Amecame-
ca, en el estado de México, con el objetivo de aprove-
char el agua del deshielo, sin embargo, el tiempo que
permaneció fue alrededor de cuatro o cinco años ya
que no existían las condiciones para trabajar y los cos-
tos eran muy elevados, dando como resultado una pro-
ducción mínima; así que optaron por importarla en
barcos.

Con el paso de los años, se establecieron varias cerve-
ceras en el país, pero no prosperaban porque debían
importar el lúpulo y la cebada: esto llevó a México a
la necesidad de cultivar cebada, fue a finales del siglo
XVIII que las cervecerías empezaron a hacerse más
populares en México.

A mediados del siglo XIX la demanda de la cerveza
aumentó por la inmigración de alemanes y suizos, dan-
do origen a importantes cervecerías como la Cervece-
ría de Toluca y México, la Cervecería la Cruz Blanca
y el Hospicio de los Pobres.

No obstante, la mayor prosperidad de la cerveza fue
durante el Porfiriato, cuando inversionistas extranjeros
introdujeron al país tecnología para la producción de
cerveza. Aproximadamente para el año 1904 la cerve-
za mexicana ya era considerada entre las mejores del
mundo.

En 1890 se creó en Monterrey la Cervecería Cuauhté-
moc, primera cervecería industrial a gran escala del
país, cuatro años más tarde surgió la cervecería Moc-
tezuma y en 1900 la Pacífico en Mazatlán.

Por otra parte, con la llegada de la Revolución Mexi-
cana, la industria cervecera dejo de crecer y no re-
montó hasta los años 20s, cuando empezaron a surgir
empresas cerveceras grandes como Grupo Modelo en
1925. En 1943 se creó la cervecería Tecate, que en
1954 lanzó al mercado la primera cerveza mexicana en
lata.3

Sin duda la cerveza en nuestro país ha estado presente
desde épocas virreinales y desde entonces ha formado
parte de los pilares de la cultura mexicana, su evolu-
ción fue un camino largo y con varios contratiempos,
sin embargo, el éxito de la industria es innegable, du-
rante más de 130 años México ha producido cerveza
con insumos y manos locales. Su sabor y calidad son
reconocidos a nivel internacional; gracias a sus altos
estándares de producción se ha consolidado como una
bebida nacional derivado de sus años de historia y tra-
dición.

Hoy en día nuestro país ocupa el cuarto lugar en pro-
ducción de cerveza a nivel mundial y es el primer ex-
portador a nivel mundial, de acuerdo con un reporte de
la Compañía Constellation Brands la participación de
la cerveza mexicana representa por si sola el 30 por
ciento del mercado mundial de exportación; más del
doble que alguna otra nación. Su producción genera
una derrama económica directa que representa 456 mil
millones de pesos, es decir el 1.6 por ciento de pro-
ducto interno bruto nacional.4

Por su parte, la Asociación Cerveceros de México de-
talló que la industria cervecera genera 715 mil emple-
os que van desde agricultores que trabajan en los cam-
pos de cebada, pasando por las plantas de producción
y manufactura de cerveza hasta la venta del producto.

Para elaborar el producto estados como Baja Califor-
nia, Ciudad de México, Durango, Guanajuato, Hidal-
go, Jalisco, Michoacán, Puebla, Quintana Roo, Tlax-
cala y Zacatecas están involucrados en el 99.6 por
ciento de la producción de cebada para la industria. De
hecho, es el quinto cereal más cultivado en todo el
mundo y México cultiva 336 mil hectáreas de este ce-
real.5
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De igual modo, entidades como Baja California, Baja
California Sur, Ciudad de México, Colima, Guanajua-
to, Jalisco, Nuevo León producen un volumen impor-
tante de cerveza artesanal, este producto ha sido un
éxito no solo por la presencia de emprendimientos si-
no también por la realización de diversos eventos y
festivales para promover las creaciones de los cerve-
ceros locales. Según datos de Asociación Cervecera
Mexicana (Acermex), a la fecha hay 635 fábricas de
cerveza artesanal, que dan empleo a 2 mil 880 perso-
nas.6

La cerveza, al ser una bebida alcohólica con un conte-
nido de alcohol bajo o sin alcohol, es una gran pro-
puesta para acompañar y maridar platillos o simple-
mente para disfrutar una tarde familiar. De acuerdo
con diversos estudios en pocas cantidades contiene nu-
trientes como proteínas, carbohidratos, calcio, hierro,
magnesio, fósforo, potasio, sodio, zinc, vitamina B6, y
B12. Consumirla moderadamente tiene beneficios co-
mo disminuir el riesgo de diabetes, ayuda a la diges-
tión, protege de ataques del corazón, reduce el riesgo
de cálculos renales, funciona como diurético, ayuda a
mejorar los síntomas de la menopausia, evita el enve-
jecimiento, fortalece los huesos, entre otros.

En virtud de lo anteriormente expuesto resulta rele-
vante honrar en un solo día a los maestros cerveceros
y celebrar a las cervezas mexicanas por la gran varie-
dad de sabores, olores y texturas de esta bebida que
conserva sus orígenes y esencia a lo largo de su elabo-
ración, es un símbolo de identidad que refleja el traba-
jo arduo y la dedicación de miles de personas involu-
cradas para obtener una cerveza.

Asimismo, la cerveza y la gastronomía mexicana hoy
en día se encuentran estrechamente ligadas para crear
una combinación exquisita de sabores y olores que
cautivan a nuestros sentidos. La versatilidad de la cer-
veza permite maridar desde un exótico mole hasta la
frescura de los mariscos o la dulzura del chocolate o el
café permitiendo el enriquecimiento culinario mexica-
no.

Es preciso mencionar que Cerveceros de México ha
promovido el consumo moderado de alcohol y el no
consumo en menores de edad. Dicha labor ha contri-
buido para que podamos de cierto modo disfrutar del
sabor y olor de la cerveza responsablemente.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta honorable asamblea el presente
proyecto de:

Decreto por el que se declara el día 7 de agosto de
cada año como el Día Nacional de la Cerveza

Único. El Congreso de la Unión declara el día 7 de
agosto de cada año como el Día Nacional de la Cerve-
za.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 [1]https://www.boston.unam.mx/post/la-historia-de-la-cerveza-1

2 [1]https://historia.nationalgeographic.com.es/a/cerveza-bebida-

mas-popular-antiguo-egipto_15389

3 [1] https://beerlab.com.mx/2020/05/08/la-historia-de-la-cerveza-

en-mexico/

4 [1] https://revistafortuna.com.mx/2022/08/24/la-cerveza-aporta-

1-5-del-pib-de-mexico/

5 [1] https://cervecerosdemexico.com/estadisticas/#indicadores

6 [1] https://www.forbes.com.mx/cerveza-artesanal-mexicana-

con-todo-para-crecer/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de febrero de 2024.

Diputado Francisco Favela Peñuñuri (rúbrica)
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DE DECRETO POR EL QUE SE DECLARA EL 8 DE FEBRERO

DE CADA AÑO “DÍA NACIONAL DE LOS APACHES EN MÉ-
XICO”, A CARGO DE LA DIPUTADA ANA LAURA BERNAL

CAMARENA Y DIVERSAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La suscrita, Ana Laura Bernal Camarena, diputada
federal en la LXV Legislatura de la honorable Cáma-
ra de Diputados e integrante del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6,
numeral 1, fracción I, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a la consideración de esta honora-
ble soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se declara el día 8 de febrero de
cada año como “Día Nacional de los Apaches en
México”, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos establece, en su artículo segundo, que: “la na-
ción tiene una composición pluricultural sustentada
originalmente en sus pueblos indígenas que son aque-
llos que descienden de poblaciones que habitaban en
el territorio actual del país al iniciarse la colonización
y que conservan sus propias instituciones sociales,
económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.”

En tal virtud deben formar parte de la nación mexica-
na todos aquellos pueblos cuyos ancestros actualizan
el supuesto que desciendan de las poblaciones que ha-
bitaban el territorio actual del país al iniciarse la colo-
nización.

En estricto sentido la colonización del territorio de lo
que ahora es la República Mexicana inicio con la lle-
gada de los españoles a lo que actualmente es la ciu-
dad y puerto de Veracruz, en abril de 1519, y que con-
tinuó con la conquista de todos los pueblos originarios
que habitaban en lo que hoy es el territorio nacional.

Los apaches habitaron los territorios de los estados de
Arizona y Texas, mismos que ahora son parte del te-
rritorio de los Estados Unidos de América, en donde
hay descendientes de estos pueblos.

Pero también los hay en el territorio nacional en los es-
tados de Sonora, Durango, Coahuila y Chihuahua.

Desafortunadamente, el número de los habitantes de
este pueblo originario ha disminuido de manera noto-
ria pero hay que destacar que ellos son tan mexicanos
como cualquier otro ciudadano conservan su lengua
materna y sus costumbres ancestrales, como lo hacen
muchos habitantes de las zonas maya, olmeca, tolteca,
nahua, tarasca, huichola, zapoteca, como muchos
otras, por ello, nosotros, quienes integramos las Cá-
maras del Congreso de la Unión debemos apoyar su
justa demanda para que el 8 de febrero de cada año, a
través de un decreto del Congreso de la Unión, sea de-
clarado el día 8 de febrero de cada año como “Día
Nacional de los Apaches en México”.

La historia y México estamos en deuda con los apa-
ches de nuestro país, ya que han estado olvidados en
los libros de historia y en todos los espacios culturales,
como ciudadanos mexicanos tenemos el compromiso
moral de apoyar esta tribu, comunidad y/o pueblo y a
sus integrantes.

Compañeras y compañeros legisladores por las consi-
deraciones antes expuestas someto a la consideración
del honorable pleno de la Cámara de Diputados la si-
guiente iniciativa con proyecto de: 

Decreto por la cual se declara el día 8 de febrero de
cada año como “Día Nacional de los Apaches en
México”

Artículo Único. El Congreso de la Unión declara: “Se
declara el día 8 de febrero de cada año como Día
Nacional de los Apaches en México”

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de febrero del 2024.

Diputada Ana Laura Bernal Camarena (rúbrica)
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